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1. INTRODUCCIÓN 

Recientemente la jurisdicción comunitaria ha tenido que precisar su 
jurisprudencia relativa a la legitimación activa de los particulares en materia de 
recursos de anulación. Mediante las Sentencias UPA2 y Jégo II3 el TJCE rectificó la 
interpretación extensa que el TPI había dado en esta materia a través de la 
Sentencia Jégo I4. La doctrina que ha ponderado la importancia de estas dos 
sentencias ha sido muy prolija5 debido a la importancia que la legitimación activa 
ha tenido desde siempre. La legitimación activa, esto es, el derecho de acceso a un 
tribunal, es el elemento fundamental de la tutela judicial efectiva, reconocida en el 
artículo 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y las 
Libertades Fundamentales.  

Lo que aquí se pretende desarrollar es una reflexión sobre la medida en que las 
sentencias UPA y Jégo II afectan a la capacidad que tienen los particulares para 
poner en cuestión la validez de una acto comunitario de carácter general, ante el 
TJCE. Se trata de analizar como han podido afectar las sentencias UPA y Jégo II a 
los distintos recursos jurisdiccionales de los que los particulares disponen, para 
actuar ante el TJCE frente a un acto normativo de las instituciones comunitarias que 
tiene carácter general.  

Cuando un particular ve perjudicados sus intereses por la aplicación de una 
normativa comunitaria de carácter general, que considera adoptada en infracción 
del derecho comunitario, dispone de varias vías de actuación ante el TJCE para 
proteger su situación jurídica: 

- Artículo 230.4 CE: Permite, bajo determinadas condiciones, formular un 
recurso directo de anulación contra disposiciones de carácter general 
adoptadas por las instituciones comunitarias; 

- Artículos 235 y 288.2 CE: Permiten ejercer una acción de responsabilidad 
extracontractual contra la institución o instituciones comunitarias que 
adoptaron el acto normativo, exigiendo la reparación del daño causado; 
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2 Sentencia del Tribunal de Justicia de 25 de julio de 2002, asunto C-50/00, Unión de Pequeños Agricultores
contra Consejo de la Unión Eu opea, Rec. p. I-6677. 
3 Sentencia del Tribunal de Justicia de 1 de abril de 2004, asunto C-263/02, Jégo-Quéré et Cie SA. 
4 Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 3 de mayo de 2002, asunto T-177/01, Jégo-Quéré et Cie S.A.
contra Comisión de las Comunidades Europeas, Rec. p. II-2365. 
5 Ver, entre otros, Creus, Antonio, “Puertas abiertas”: la legitimación act va de los particulares en la jurisdicción
comunitaria  en Gaceta Jurídica de la Unión Europea y de la Competencia, 2002, nº 219, pp. 3-9; Bonadio, 
Giuseppe, Nuovi sviluppi in tema di legittima ione a ricorrere avverso gli atti comunitari, en Rivista Italiana di 
Diritto Pubblico Comunitario, nº 5/2002, pp.1157-1171; Slater, D., Revue du droit de l'Union européenne, 
2002, nº 2, pp.391-393; Corthaut, Tim: The Columbia Journal of European Law, vol. 9, nº 1, 2002, pp.141-
166; y Ragolle, Filip, Access to justice for private applicants in the Community legal order: recent (r)evolutions, 
en European Law Review, volume 28, nº 1, February 2003, pp.90-101. 

   



EL TJCE SUPERA LA INTERPRETACION RESTRICTIVA DE LA LEGITIMACIOÓN ACTIVA 

- Artículo 234 CE: Permite obtener, a través de una cuestión prejudicial, 
planteada por un juez nacional en el marco de un litigio, una declaración 
del TJCE sobre la validez de un acto normativo de las instituciones; y 

- Artículo 241 CE: Permite, en el marco de un procedimiento que se 
desarrolla ante el TJCE, solicitar que dicho tribunal declare la 
inaplicabilidad de un reglamento. 

El presente documento se centra en la evolución reciente que ha sufrido la 
jurisprudencia del TJCE sobre la utilización del artículo 230.4 CE, y en que medida 
ésta ha afectado al resto de vías planteadas. Asimismo se apuntan las vías de 
solución que se han propuesto para resolver el problema de la legitimación en las 
discusiones relativas a la reforma de los tratados constitutivos de la Unión Europea. 

 

2. LA NORMA 

El artículo 230.4 CE dice lo siguiente: 

“Toda per ona física o jurídica podrá interponer, en las mismas 
condiciones, recurso contra [1] las decisiones de las que sea destinataria y 
contra las decisiones que, aunque revistan la forma de [2] un  reglamento o de 
[3] una decisión dirigida a otra persona, le afecten directa e individualmente”. 
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Vemos, por tanto, que el artículo 230.4 CE admite que, en determinados casos, 
los particulares puedan presentar, ante el TJCE6, recursos directos de anulación 
contra determinados actos adoptados por las instituciones comunitarias que 
infringen el derecho comunitario. Este derecho existe en tres casos diferentes, de 
entre los cuales la presentación de un recurso frente a un reglamento comunitario 
ha sido el más polémico, debido a las dificultades que han tenido los particulares 
para obtener legitimación activa. Como afirma el artículo 230.4 CE, el particular 
tiene la facultad o el derecho de recurrir un reglamento siempre que le afecte 
directa e individualmente. 

 

3. LA INTERPRETACIÓN TRADICIONAL DE AFECTACIÓN “DIRECTA E 
INDIVIDUAL” 

La afectación directa exige que la medida comunitaria impugnada surta efectos 
directos en la situación jurídica del particular y no permita ninguna facultad de 

 
6 La referencia al Tribunal de Justicia realizada en relación con el artículo 230 CE ha de ser entendida como 
referida también al Tribunal de Primera Instancia, ya que este último es un órgano jurisdiccional agregado al 
Tribunal de Justicia. Ver la Decisión 88/591 CECA, CEE, EURATOM del Consejo, de 24 de octubre de 1988 
por la que se crea un Tribunal de Primera Instancia de las Comunidades Europeas, DOCE L 319 de 
25.11.1988, p. 1, artículo 1. 
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apreciación a los destinatarios de dicha medida encargados de su aplicación, por 
tener ésta un carácter puramente automático y derivar únicamente de la normativa 
comunitaria, sin aplicación de otras normas intermedias7. Se trata de un requisito 
que no presenta mayores problemas. 

Por lo que respecta a la cuestión de si la demandante queda individualmente 
afectada, según la jurisprudencia, establecida en la Sentencia Plaumann8 y 
confirmada posteriormente9, una persona física o jurídica solo puede pretender que 
se la considere individualmente afectada por un acto del que no es destinataria si 
dicho acto le afecta debido a determinadas cualidades que le son propias o a una 
situación de hecho que la caracteriza frente a cualquier otra persona y, en 
consecuencia, la individualiza de manera análoga a la del destinatario10. La 
superación de este requisito ante el juez comunitario resulta francamente difícil.  

Así, la jurisprudencia comunitaria ha rechazado los numerosos recursos 
presentados por los operadores económicos, alegando falta de legitimación activa, 
en base a la falta de cumplimiento del requisito relativo a la afectación individual. El 
asunto Calpak es un ejemplo claro de ello. El TJCE señaló que un reglamento, que 
limitaba la concesión de ayudas a la producción para todos los productores 
respecto de un producto, en base a un porcentaje determinado de la producción de 
todos ellos, durante un período determinado, era, por naturaleza, una medida de 
carácter general. El hecho de que fuera posible determinar el número o incluso la 
identidad de los productores que resultaban afectados por la limitación de la ayuda 
no era suficiente para desvirtuar la naturaleza de la medida en cuestión como 
reglamento11.  

Según la jurisprudencia, basta con que exista cualquier otro operador económico 
que se encuentre, actual o potencialmente, en idéntica situación para que el 
requisito de la afectación individual no se cumpla12. Por tanto, el estar dentro de 
una situación de hecho que te caracteriza frente a cualquier otra persona es, en la 
mayoría de los casos, muy difícil, por no decir imposible (especialmente por la 
naturaleza general del acto que se quiere impugnar, un reglamento)13. 
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7 Sentencia del Tribunal de Justicia de 13 de mayo de 1971, asuntos acumulados 41/70 a 44/70, International 
Fruit Company y otros contra Comisión de las Comunidades Europeas, Rec. p. 411, §§ 23-29. Más 
recientemente, Sentencia del Tribunal de Justicia de 5 de mayo de 1998, asunto C-386/96 P, Société Louis 
Dreyfus & Cie contra Comisión de las Comunidades Europeas, Rec. p. I-2309, § 43. 
8 Sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de julio de 1963, asunto 25/62, Plaumann & Co. contra Comisión de
las Comunidades Europeas, Rec. pp. 197 y ss.  
9 Ragolle, Filip, Op. Cit., p. 92. 
10 Sentencia Plaumann, p. 223.  
11 Sentencia del Tribunal de Justicia de 17 de junio de 1980, asuntos acumulados 789 y 790/79, Calpak SpA y 
Societá Emiliana Lavorazione F utta SpA contra Comisión de las Comunidades Europeas, Rec. p. 1949, § 9. 
12 Sentencia del Tribunal de Justicia de 15 de junio de 1993, asunto C-213/91, Abertal Sat Ltda. y otros contra
Comisión de las Comunidades Europeas, Rec. p. I-3177, § 20; y Sentencia del Tribunal de Primera Instancia de 
22 de febrero de 2000, asunto T-138/98, Armement coopératif artisanal vendéen (ACAV) y otros contra 
Consejo de la Unión Europea, Rec. p. II-341, § 65. 
13 Para una visión crítica de la jurisprudencia en esta materia ver Craig, Paul y De Burca, Gráinne, “Eu Law  
Texts, Cases and Materials”, Oxford, 2003, pp. 487-495. 

   


